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1. A inicios de la década de los años ochenta, la Comisión lnteramericana de 
Derechos Humanos observó, en sus Informes sobre la situación de los derechos 
humanos en Guatemala, que existfa una espiral de violencia en dramática ascendencia, 
con una represión social contra sindicatos, grupos de oposición, universidades, 
partidos polfticos, cooperativas, ligas campesinas, miembros da la iglesia, periodistas, 
e indfgenas 1• 

2. La magnitud da estos hechos fue constatada, a lo largo de los años, 
demostrando que en esa época existió una politice de Estado encaminada a destruir al 
llamado "enemigo lntarno". Uno da los modus operan di para ello se dio a través de la 
práctica sistemática de desapariciones forzadas. 

3. Al respecto, la Comisión de Esclarecimiento Histórico responsabilizó 
directamente al Estado guatemalteco por esta práctica sistemática, concluyendo que, 
"fue el resultado de la puesta en práctica de la estrategia contrainsurgente 
implementada en Guatemala por el Estado'". Concluyó, asimismo, que en la "práctica 
de la desaparición forzada participaron la Inteligencia Militar, el Ejército, el Estado 
Mayor Presidencial, la Pollera Nacional, la Guardia de Hacienda y los grupos 
paramilitares, actuando independiente o coordinadamente'". 

4. La Corte lnteramericana ha caracterizado la desaparición forzada como un 
crimen de lesa humanidad cuando se enmarca en un cuadro de práctica sistemática•. 
La Comisión observa que las desapariciones forzadas en el presente caso forman parte 
del patrón sistemático de desapariciones forzadas en Guatemala y que, por tanto, 
constituyen crfmenes de lesa humanidad. 

5. El "Diario Militar" es un documento de las fuerzas de seguridad que deja 
constancia de su propia represión; es una fuente única que prueba la actuación del 
Estado contra sus propios ciudadanos. El Diario Militar es un documento de 
inteligencia militar que fue entregado en forma anónima en 19g9 a una organización 
civil y cuya existencia fue negada sistemáticamente por el Estado guatemalteco hasta 
el año 2009, cuando reconoció la veracidad del mismo. 

1 CIDH, Tercer Informe sobre la Sltuoción de los Derechos Humanos en la RepObtíca de Guatemala, 
1985, citado, Capftulo 11, párr. 2, CIOH, Informe sobre la Sftuación de Jos Derechos Humenos en fe República de 
Guatemala, OEA/Ser.L/V/H.53, aprobado al 13 de octubre de 1981, Capítulo 11 B, párt. 3. 

2 CEH, Guatemala Memoria del Silencio, Tomo 11, Capitulo 2, Tftulo XI: Las Desapariciones Forzadas, 
pág. 411. 

3 CEH, Guatemala Memada del Silencio, Tomo 11, Capftulo 2, Tftulo XI: Las Desapariciones Forzadas, 
págs. 458-59. 

4 CIDFP, preámbulo; Corto I.D.H., Caso La Cantuta Vs. PertJ. Fondo, Repanwfones y Costas. Sentencia 
de 29 de noviembre de 2006. Serie C No. 162, párr. 115. 
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6. El Diario Militar contiene un registro de operativos -secuestros, detenciones 
secretas y asesinatos- e información sobre las vfctimas de dichos operativos. Este 
documento fue elaborado por la unidad de la inteligencia presidencial guatemalteca 
conocida como El Archivo, entre agosto de 1983 y marzo de 1985. El llamado Diario 
Militar contiene seis secciones. La sexta sección contiene un registro de acciones 
perpetradas contra unas 183 personas, dentro de las cuales se encuentran las 27 
vfctimas desaparecidas del presente caso. 

7. La información en el Diario Militar sugiera que la mayorfa de las vfctimas 
habrfa permanecido en detención clandestina entre dos semanas y dos mesas, antes 
de ser ejecutadas y, posteriormente, desaparecidas. Las vfctimas fueron seleccionadas 
y capturadas por las autoridades por su presunta membresfa en grupos denominados 
subversivos, y fueron mantenidas vivas para sustraerles información a través de 
tortura, con el objetivo de "desarticular o aniquilar organizaciones polfticas, 
asociaciones gremiales y populares". 

8. La mayorfa de las vfctimas del presente caso están registradas en el Diario 
Militar con foto, fecha de detención, organización a la que pertenecfan, y fecha de 
ejecución. Todos fueron desaparecidos. Se trata de 27 personas, hombres, mujeres, y 
niños, con la caracterfstica en común que sus nombres aparecen en el documento 
castrense. También es vfctima una niña de nueve años que fue torturada y violada por 
agentes estatales, y presenció la tortura y detención de su madre cuyo nombre 
aparece en el Diario Militar. 

9. En el trámite ante la Comisión lnteramericana, el Estado guatemalteco no 
controvirtió los aspectos principales del caso, sino que indicó expresamente "que los 
familiares de las vfctimas listadas en el caso [ ... ]. asf como las vfctimas sobrevivientes 
t(enfa]n el legitimo derecho de presentar una petición ante el sistema Interamericano 
de derechos humanos" y planteó a la Comisión que admitiera el caso. A lo largo del 
trámite ante la CIDH manifestó su interés de llevar a cabo las debidas investigaciones; 
sin embargo, en la práctica no cumplió con las recomendaciones del Informe da la 
CID H. 

1 O. Posteriormente, en el trámite ante la Corte, el Estado reconoció su 
responsabilidad internacional en cuanto a la desaparición de las vfctimas del caso, asf 
como a la falta de investigación de los hechos del mismo y la afectación a las familias. 
La Comisión valora altamente dicho reconocimiento pues constituye un paso 
constructivo en la búsqueda de justicia y reparación de las vfctimas del presente caso 
y de la sociedad guatemalteca. 

11. En las presentes observaciones, la CIDH considera pertinente abordar tres 
puntos: En primer lugar, la Comisión hará una reflexión sobre los hechos del caso y a 
la impunidad imperante en el caso, asf como a la necesidad de búsqueda e 
identificación de los restos de las personas desaparecidas. En segundo lugar, la 
Comisión hará referencia a temas que aún se encuentran parcial o totalmente en 
controversia, a saber, la violación al acceso a la información pública y al derecho a la 
circulación. En tercer lugar, la Comisión hará una breve reflexión sobre los hechos 
cuya fecha de ejecución es anterior a la fecha de aceptación de competencia 
contenciosa de esta Corte. 

al En relación con los hechos del caso y la falta de investigación al respecto 

12. De la prueba que obra ante la Corte surge que las vfctimas del caso fueron 
detenidas, torturadas, asesinadas y posteriormente desaparecidas entre agosto de 
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1983 y marzo de 1985 por agentes estatales. En el Diario Militar, elaborado por la 
inteligencia castrense, se encuentra corroborada dicha realidad. 

13. Los familiares de las 27 vfctimas desaparecidas las buscaron en hospitales y 
margues; otros presenciaron su violenta detención arbitraria; otros más fueron incluso 
vfctimas de tortura y violación durante la detención de sus familiares; algunos 
interpusieron recursos de hábeas corpus con la esperanza de recuperarlos con vida; 
otros se entrevistaron incluso con las más altas autoridades; otros, en cambio, por 
miedo y por la ausencia generalizada de respuesta judicial, decidieron no acudir a la 
justicia; varios decidieron desplazarse por el terror de que se repitiera la historia en sus 
familias. Todos ellos esperaban saber sobre el paradero de sus seres queridos, si se 
encontraban o no con vida, o dónde estaban sus restos. En un solo caso, después de 
dos meses de detenido, apareció el cadáver de una de las vlctimas desaparecidas. La 
vfctima 28 del caso, una niña de nueve años, fue violada, torturada y presenció la 
tortura y desaparición de su madre, quien también aparece en el Diario Militar. 

14. En 1999, con el descubrimiento del Diario Militar, los familiares recibieron la 
noticia de que sus seres queridos habían sido ejecutados por el ejército guatemalteco. 
El número 300 aparecido en cada una de las fichas personales constituye una clave de 
comprobación de muerte, con fechas. Lugares y descripción de la violencia empleada 
por las fuerzas de seguridad contra estas personas. Pese a dicho descubrimiento, a 
más de 27 años de los hechos, la gran mayorfa de las víctimas continúa desaparecida. 

15. El Estado guatemalteco ha reconocido totalmente su responsabilidad 
internacional por la desaparición forzada de 26 víctimas del caso, asf como por la 
consecuente falta de investigación. Asimismo, el Estado ha aceptado, desde el 
momento de la ratificación de la Convención Americana, la responsabilidad sobre la 
falta de investigación en relación con la desaparición forzada seguida de ejecución 
extrajudicial de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz, asf como sobre la detención y tortura 
de Wendy Santizo Méndez, ocurridas con anterioridad a la aceptación de competencia 
contenciosa del Tribunal por parte de Guatemala. 

16. En relación con el primer punto, si bien el Estado ha reconocido 
responsabilidad sobre la falta de investigación, la CIDH estima fundamental hacer 
algunas consideraciones al respecto, puesto que, a más de veintisiete años de los 
hechos, estos permanecen en la total impunidad. Pensando en la persistencia de dicha 
impunidad y la necesidad de considerar medidas para remediarla, la Comisión desea 
referirse a algunos de los factores que incidieron en la denegación de justicia: 

il En la época de los hechos, los poderes ejecutivo y legislativo se concentraron 
en la Junta Militar, y se otorgó al presidente de ésta el poder de nombrar a los 
integrantes de la Corte Suprema de Justicia y demás tribunales colegiados. Ello 
provocó, tal como lo destacó la Comisión de la Verdad, el "fracaso del sistema 
judicial", situación caracterizada por "la denegación sistemática de los recursos 
de exhibición personal, la permanente interpretación favorable a la autoridad, 
(y] la indiferencia ante la tortura de los detenidos". 

ii) Otro factor qua ha contribuido a la impunidad es la existencia de normas que 
pretendlan amnistiar a agentes estatales que hubieran participado en hechos 
delictivos. El Decreto-Ley 8-86 concedió una amnistfa general a las personas 
responsables o sindicadas de haber cometido delitos políticos y comunes 
conexos 1982 y 1986 -periodo en el cual se dieron los hechos del caso. Si 
bien ese decreto no fue invocado directamente, los administradores de justicia 
lo aplicaron de hecho hasta 1999, fecha hasta la cual estuvo vigente, 
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absteniéndose de actuar debidamente en los procedimientos con trasfondo 
polftico, en las cruciales etapas iniciales. 

iii) Posteriormente, con la revelación del Diario Militar en 1999, el Ministerio 
Público inició una investigación acerca de las detenciones y desapariciones 
forzadas registradas en dicho documento. La Comisión considera que la debida 
diligencia por parte de las autoridades judiciales encargadas de esta 
investigación requerfa seguir las lineas lógicas de investigación que surgieron 
del propio Diario Militar, tomando en cuenta que el documento denota una 
compleja estructura de agentes estatales involucrados en el planeamlento y 
ejecución de los crfmenes. 

17. No obstante, la investigación de los hechos fue Inicialmente distribuida a 38 
agencias fiscales distintas, y sólo hasta 2005, fueron remitidos todos los expedientes 
a una sola unidad. Además, la gran mayorfa de las diligencias realizadas por el 
Ministerio Público han sido destinadas a recabar información sobre las vfctimas, y por 
otro lado, las limitadas diligencias investigatlvas sobre las fuerzas de seguridad han 
resultado en una clara falta de colaboración por parte del Ministerio de Defensa, cuyas 
respuestas a estas solicitudes han sido total o parcialmente obstructivas. 

18. La Comisión observa, con base en un análisis integral del proceso judicial 
realizado a partir de la revelación del Diario Militar en 1999, que-en lo que concierne 
las vfctimas del presente caso-dicho proceso ha sido plagado por la negativa de las 
autoridades judiciales de seguir diligentemente las lfneas lógicas de investigación, 
condenando el proceso a la infructuosidad que ha existido hasta el momento. Además, 
en el caso de la detención y tortura de Wendy Santizo Méndez, no existe evidencia de 
investigación alguna. En sfntesis, los hechos del presente caso se encuentran en la 
total impunidad luego de 27 años de sucedidos los mismos, y más de 11 años 
después del descubrimiento del Diario Militar. 

19. Dicha situación se enmarca en un contexto de debilidades estructurales en la 
administración de la justicia guatemalteca e impunidad estructural en Guatemala al 
cual se han referido tanto la CIDH en sus informes de pafs y diversos informes de 
fondo, asf como la Corte a través de sus sentencias'. En su informe del año 2003, 
Justicia e Inclusión Social: Los Desaflos de la Democracia en Guatemala, la CIDH 
expresó que: 

El Poder Judicial no ha asegurado aún a la mayorfa de guatemaltecos y 
guatemaltecas el respeto de los derechos humanos de los individuos a través de la 
Investigación de las denuncias y la individualización y sanción de los responsables 
de violaciones a los derechos humanos del presente y del pasado. La falta de 
capacidad del Estado guatemalteco de proveer un sistema de administración de 
justicia adecuado y eficiente, y una justicia independiente e imparcial, impide el 
acceso de los guatemaltecos a la justicia. Sin una administración de justicia fuerte 
y respetuosa de los derechos fundamentales de los Individuos es Imposible lograr el 
fortalecimiento democrático del Estado y de la vigencia del Estado de Derecho que 
Guatemala requiere6 • 

20. Cabe destacar que el perito Carlos Castresana manifestó que: 

5 Ver, intor alla, Corte I.D.H., Caso de la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, Corte l.D.H. Caso Tlu Tojfn Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 26 da noviembre de 2008. Serie C No. 190 

6 C.l.D.H., Justicla e Inclusión soclal: Los desaffos de la democracia en Guatemala, OEA/Ser.LJV/11. 11 B 
Doc. 6 rev. 1, aprobado el 29 de diciembre de 2003, cap. 1, párr. 87. 
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La causa de esa Impunidad general reside en el deficiente funcionamiento de las 
instituciones públicas del sector justicia; en la falta de capacitación de los 
servidores públicos, muchas veces {sobre todo en la Pollcfa Nacional Civil) 
participes de la actividad criminal; en la corrupción endémica. Las Investigaciones 
penales son Inexistentes o de fnfima calidad, al Igual que las acusaciones y las 
resoluciones judiciales. [ ... } Podrfamos calificar esta Impunidad como sistemática. 
[ ... ] 

La delincuencia vinculada a Jos grupos activos durante el conflicto armado, la 
criminalidad de Estado, y la vinculada a poderes Maticos es otro problema. En 
este segundo caso podemos hablar de una impunidad inducida: el sistema no 
funciona porque existen grupos de poder que no quieren que funcione, al menos 
no contra ellos, que quieren perpetuar un sistema de dominación ilegftimo, un 
status quo de privl!egios y falta de exigencia de responsabilidad, y que se han 
ocupado desde hace más de dos décadas de instrumentar mecanismos y 
procedimientos para asegurarse de que asf sea. [. .. 17 

21. La Comisión observa que desde esa fecha e incluso en los últimos años varios 
organismos internacionales se han expresado en sentido similar', dejando constancia 
que en Guatemala aún no se han superado los obstáculos legales y fácticos evidentes 
en el presente caso -pese a los esfuerzos personales del equipo del Ministerio Público 
desda 201 O, según señala el perito Castresana9- que impiden que el sistema de 
administración de justicia garantice de manera efectiva los derechos de las y los 
guatemaltecos. 

22. Por tanto, la Comisión considera imperante que el Estado lleve a cabo 
inmediatamente las debidas diligencias para activar y completar eficazmente, en un 
plazo razonable, la investigación para identificar, juzgar y sancionar a los responsables, 
materiales e intelectuales, de las violaciones a los derechos humanos cometidas en 
perjuicio de las vfctimas del presente caso. En cumplimiento de este recomendación, el 
Estado debe tener en cuenta que las graves violaciones a lo.s derechos humanos no 
pueden ser objeto de amnistfa y son imprescriptibles. 

23. Dentro de la necesidad de obtención de justicia, es de fundamental 
importancia hacer referencia a la búsqueda e identificación de restos. La Comisión 
observa que el Estado no ha tomado medidas serias, concretas e integrales 
encaminadas a la búsqueda de las vfctimas desaparecidas del presente caso, ni a su 
posterior identificación. La identificación de dos vfctimas del presente caso, y tres 
más incluidas también en el Diario Militar, han sido el resultado del esfuerzo de una 
organización civil especializada en la materia, la Fundación de Antropologfa Forense de 
Guatemala (FAFG). luego do un arduo trabajo de años de exhumaciones, y que ha 
coadyuvado con el Estado de forma independiente10

• 

24. Tal como manifestó el perito Fredy Pecerelli, desde 1994, cuando aparece en 
el código penal la figura de perito, uno de los ejes fundamentales trabajados por la 

7 Peritaje de Carlos Castresana, página 7, 
8 Ver Naciones Unidas, Aaport ot the Spec!al Rapporteur on the lndependance of the judges and lawyers 

. Mlssion to Guatemala, A/HRC/11/41/Add.3, 1 de octubre de 2009; Report of the Specla1 Rapporteur on 
extraludlclal, summary or arbltrary executlons • Mission to Guatemala, A/HRC/1112/Add.7, 4 de mayo de 2009, 
págs. 10.17; Informa de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre las 
actividades de su Oficina en Guatemala, A/HRC/13/26/Add.l, 3 da marzo de 201 O, párrs. 28-40, 69-93. Ver 
también Corte IDH. C8so Tiu Tojln Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre 
de 2008. Serie C No. 190, párrs. 29 y 70. 

9 Peritaje de Carlos Castresana, página 15. 
to Ver peritaje de Fredy Pecerelll, páginas 2, 3, 13 y es. Ver además, http:l/www .fafg.org/ 
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FAFG es el "apoyo al sistema de administración de justicia a través de los informes 
periciales que "son de uso exclusivo del Ministerio Público o de los juzgados"". 

25. Si bien la CIDH valora altamente los resultados en dichas identificaciones, 
ésta observa que existe una debilidad estructural en el aparato estatal para responder a 
su obligación de búsqueda e identificación de vfctimas desaparecidas. En 
consecuencia, la CIDH considera necesario que el Estado Investigue de forma Integral 
y sistematizada cada caso de desaparición con la finalidad de enfocar la búsqueda de 
los desaparecidos, tomando en consideración el modus operandi utilizado y el contexto 
en el que sucedieron los mismos, desarrollando prácticas y· procedimientos para 
sistematizar la información recibida. 

b) Temas que aún se encuentran en parcial o total controversia 

A. Acceso a la información pública 

26. La Comisión hará referencia a la tata de acceso a la Información pública que 
constituye una arista más del engranaje que ha contribuido a la Impunidad en el 
presente caso. 

27. En el presente caso, el Estado de Guatemala reconoció durante el trámite ante 
la Comisión, y también ante la Corte, que violó sus obligaciones en materia de acceso 
a la información al mantener en secreto el Diario Militar. No obstante, llamó la atención 
sobre las iniciativas recientes del Estado en esta materia. Como expresó en su informe 
de fondo, la Comisión reconoce estas importantes iniciativas del Estado de Guatemala. 

28. Sin perjuicio de los avances reportados, la Comisión considera que en el 
presente caso se produjo una violación cierta, clara y concreta del derecho del acceso 
a la información de los familiares de las vfctimas desaparecidas. Además, la Comisión 
toma nota de la prueba recibida por la Corte en el marco del presente caso­
particularmente los peritajes de la señora Katherine Doyle y del señor Silvia René 
Gramajo Valdés, asf como el testimonio del señor Marco Tullo Álvarez Bobadilla-los 
cuales confirmarfan que aún hoy con la existencia de una ley de acceso a la 
información en Guatemala, persisten obstáculos importantes a la garantfa efectiva de 
esta derecho. 

29. A continuación la Comisión resumirá los argumentos centrales de su informe 
de fondo y de sus observaciones orales en el presente caso, se referirá al estado de 
acceso a la información pública en Guatemala a la luz de la mencionada prueba 
recibida por la Corte, y dará respuesta a las preguntas planteadas por los Jueces de la 
Corte en esta materia. 

El acceso a la Información sobre violaciones de derechos humanos 

30. En virtud de las circunstancias del presente caso, la CIDH encuentra 
fundamental que en su sentencia la Corta se pronuncie sobre al alcance del derecho da 
acceso a la información en el caso concreto y ratifique y desarrolle su emblemática 
jurisprudencia en la materia. En particular, como estableció la Comisión en su informe 
de fondo 12

, existan al menos seis obligaciones derivadas del derecho de acceso a 

11 Ver peritaJe de Fredy Pecerell!, página 13. 

12 CIDH, Informe No. 116/1 O !admlsibl!idad y fondo>, Caso 12.590, José Miguel Gudiel Álvarez y Otros 
!"Diario Militar"}, Guatemala, 22 de octubre de 2010, párrs. 449-473. 
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información sobre violaciones de derechos humanos. Estas obligaciones son 
especialmente importantes en contextos de transición a la paz o a la democracia, 
como la Comisión procede a explicar. 

31. Primero, los órganos del sistema interemerlcano han considerado que el 
derecho de acceso a -la información resulta afectado de manera desproporcionada 
cuando una agencia del Estado, en nombre de la seguridad nacional, niega a las 
autoridades del mismo Estado que investigan violaciones a los derechos humanos, el 
acceso a información relativa a dichas violaciones. En criterio da la Corte 
lnteramericana, "[E]n caso de violaciones de derechos humanos, las autoridades 
estatales no se pueden amparar en mecanismos como el secreto de Estado o la 
confidencialidad de la información, o en razones de interés público o seguridad 
nacional, para dejar de aportar la Información requerida por las autoridades judiciales o 
administrativas encargadas de la investigación de procesos pendientes"". En este 
mismo sentido, diversos paises de la región, incluyendo Guatemala, han adoptado 
normas que establecen que la información sobre violaciones de derechos humanos no 
sólo deba ser entregada a las autoridades encargadas de investigar estos crfmenes, 
sino que en ningún caso puede mantenerse bajo reserva14• 

32. Segundo, resulta claro que la información relativa a la desaparición forzada de 
personas no puede, bajo ninguna circunstancia, mantenerse reservada a quienes 
investigan dicho crimen o a las vfctimas o familiares de las vfctimas directas". En 
efecto, como lo ha sostenido la Corte, el desconocimiento de la información qua 
permita encontrar el paradero de un familiar desaparecido o que permita esclarecer las 
circunstancias en las que se come!fó el crimen constituye una forma de trato cruel e 
inhumano'•. En consecuencia, no existe ninguna razón que pueda oponerse al deber 
del Estado de entregar dicha información 17 • 

33. Tercero, cuando se trata da reservar al público en general información sobre 
violaciones de derechos humanos que conste en los archivos estatales, alegando la 

13 Corte I.D.H., Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemale. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101, párr. 180. Ver también, Corte l. D. H., Caso Games Lund y otros 
{Guem1ha do Araguala} Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
noviembre de 2010, párr. 202. 

14 Ver República de Guatemala, Ley de Acceso a la Información Pública, Decreto 57-2008, art. 2:4, "En 
ningún caso podrá clasificarse como confidencial o reservada la información relativa a investigaciones de 
violaciones a los derechos humanos fundamentales o a delitos de lesa humanidad"; Decreto No. 4/2010 de la 
Presidenta de !a Nación Argentina, estableciendo, inter alía, que "corresponde relevar el secreto y confidencialidad 
de la información qua pueda favorecer al conocimiento Integral de los hechos vinculados con violaciones a los 
derechos humanos"; Estados Unidos Mexicanos, Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental, art. 14, estableciendo que, "[n}o podrá lnvocarse al carácter de reservado cuando se trate de la 
Investigación de violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de lesa humanidad"; República del Paró, 
Ley No. 27806~Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública art. 16-C, estableciendo que "no se 
considerará como Información clasificada, la relacionada a la violación de derechos humanos o de !as 
Convenciones de Ginebra de 1949 realizada en cualquier clrcunstan¡;:ia, por cualquier persona"; República Oriental 
del Uruguay, Ley No. 18.381 Derecho de Acceso a le Información Pública, art. 12, estableciendo que, "Los 
sujetos obligados por esta ley no podrán invocar ninguna de las reservas mencionadas en los artrculos que 
anteceden cuando la información solicitada se refiera a violaciones de derechos humanos o sea relevante para 
investigar, prevenir o evitar violaciones de los mismos"; Brasil, Le! No 12.527, de 18 de noviembre de 2011 ., art. 
21. 

16 CIDH, Alegatos Finales Escritos en el caso 11.552, Julia Gomes Lund y Otros (Guerrilha do Aregua/8/ 
vs. Brasil, 21 de junio de 2010, párr. 71. 

16 Corte !.O.H., Caso Radlllh Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de Noviembre ele 2009. Serie C No. 209, pátr. 166; Caso Tru}fllo Oroza Vs. Bolivia. 
Reparaciones y Costas. Sentencia da 27 de febrero de 2002. Serie C No. 92, párr. 114. 

n CIDH, Alegatos Finales Escritos en el caso 11 .552, Julí8 Gomes Lund y Otros {Gvem7ha do Araguela) 
vs. Brmi11, 21 de junio de 201 o. párr. 71, 
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protección de la seguridad nacional, el Estado debe demostrar, ante una autoridad 
imparcial, que hacer pública dicha información puede producir una afectación grave, 
real, objetiva y actual de las actividades de defensa propias de un Estado 
democrático18 • En este sentido, la reserva de información sobre alegadas violaciones 
de derechos humanos que son objeto de investigación nunca puede depender 
exclusivamente del órgano estatal a cuyos miembros se les atribuye la comisión de las 
violaciones 19

• 

34. Cuarto, la Comisión estima que en contextos de transición de un periodo 
autoritario o de violaciones sistemáticas a los derechos humanos a un Estado de 
Derecho, la libertad de expresión y el acceso a la información sobre los hechos del 
pasado, adquieren una importancia particularmente relevante20 • Asf, en los procesos 
de transición hay una fuerte presunción a favor de la publicidad de toda información 
sobre las actividades de las fuerzas de seguridad del régimen anterior. Dicha 
presunción puede ser rebatida solamente si una entidad autónoma e independiente 
acredita, en un caso concreto, que la reserva es estrictamente necesaria, útil y 
proporcionada para proteger un interés estatal imperativo, ante un riesgo cierto, actual 
y grave21 • En este sentido, conceptos como "defensa nacional" y "seguridad nacional" 
deben ser interpretados bajo los parámetros de una sociedad democrática". Asf lo ha 
establecido la Corte Europea de Derechos Humanos, por ejemplo, en una 
jurisprudencia muy importante sobra el acceso a la información relativa a los abusos 
cometidos por los regfmenes comunistas en Europa del Este23 • En estos términos, seria 
inaceptable, por ejemplo, considerar como objetivo legftimo del Estado la protección da 
la "seguridad nacional" bajo los parámetros de la llamada "doctrina de la seguridad 
nacional", al amparo de la cual se llevó a cabo una politice represiva adoptada por 
distintos regfmenes autoritarios latinoamericanos, entre ellos el guatemalteco, en las 
décadas de 1970 y 1980. 

35. Quinto, y fntimamente relacionado con el punto anterior, la CIDH considera 
que la obligación de permitir a las autoridades judiciales y administrativas el acceso a 
la información24 -incluso la información secreta o reservada-sobre violaciones a los 
derechos humanos, ampara de manera similar a los mecanismos Institucionales no 
judiciales creados en el marco de procesos de transición para investigar y documentar 
dichas violaciones25

• El mecanismo privilegiado que ha sido utilizado para estos efectos 

16 Ver CIDH, Alegatos Finales Escritos en el caso 11.552, Julia Gomes Lund y Otros {Guerrílha do 
Af8gualaJ vs. Brasil, 21 de junio de 2010, párr .. 66. 

19 Corte I.D.H, Caso Myrna Mack Chang Vs. Gu!Jtemafa. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de noviembre de 2003, Serie C No. 101, párr.181, Caso Gomas Lund y otros (Guetrllha do AtaguaiaJ Vs. 
BrosH. Excepcionas Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010, párr. 
202. . 

2° CIDH, Alegatos Finales Escritos en el caso 11.552, Julia Gomes Lund y Otros (Guerrilha do AragualaJ 
vs. Brasil, 21 de Junio de 201 O, párr. 75. 

21 CIDH, Alegatos Finales Escritos en el caso 11 .552, Julia Gomes Lund y Otros (Gverrllha do Araguaía) 
vs. Brasil, 21 de junio de 2010, párr. 66. 

22 Ver CIDH, Alegatos finales Escritos en el caso 11.552, Jufla Gomes Lund y Otros (Guerrl/ha do 
Araguato) vs. Brasil, 21 de junio de 2010, párr. 67. 

23 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Case of Tutek v. Slovekis (App#cation no. 57986/00J, 
judgment, 14 de febrero de 2006. 

24 Corta !.D.H., Caso Myrna Mack Chang Vs. Gustemafa. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia da 
25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101, párr. 180. 

25 Ver CIDH, Alegatos Finales Escritos en al caso 11.552, Julia Gomes Lund y Otros (Guerrílha do 
Araguaia) vs. Btas/1, 21 de junlo de 2010, párr. 72.. C!DH, lnfotme sobre la Situación de las Defensoras y 
Defensores de los Detechos Humanos en fas Américss, OEA/Ser.L/V/11.124, 7 de marzo de 2006, párr. 190. 
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es el de las llamadas "comisiones de verdad"26 , cuya contribución ha sido reconocida 
por los órganos del sistema". 

36. Finalmente, las personas afectadas por violaciones de derechos humanos y 
sus familiares tienen el derecho de acceder a la información personal que sobre ellas 
repose en los correspondientes archivos estatales. Al respecto, la Comisión ha 
manifestado que "Toda persona tiene el derecho a acceder a la información sobre si 
misma o sus bienes en forma expedita y no onerosa, ya esté contenida en bases de 
datos, registros públicos o privados y, en el caso de que fuere necesario, actualizarla, 
rectificarla y/o enmendarla"26 • Podrfan existir ciertos casos especfficos en que las 
fuerzas de seguridad del Estado no tendrlan que revelar la información personal 
solicitada mediante una acción de habeas data, por ejemplo cuando la divulgación de 
esa información pueda poner en peligro serio, objetivo y actual la seguridad nacional29 • 

Sin embargo, autoridades independientes deben estar en condiciones de tener acceso 
a la información reservada y decidir si se puede mantener en secreto30• En efecto, 
como ya lo han indicado la Comisión y la Corte lnteramericana31 , asl como el Tribunal 

26 Las "comisiones de ·la verdad" son panales de Investigación no judiciales a independientes 
establecidos generalmente con el objeto de establecer los hechos y el contexto de violaciones masivas de 
derechos humanos o del doreoho Internacional humanitario cometidas en el pasado (definición del lnternatlonaf 
Center for Translt/onel Justlce, disponible en !J.!!P-:IIwww.ictj.org), Entre los pafses que han utilizado estos 
mecanismos para esclarecer los crfmenes cometidos en su pasado es poslbfe mencionar a Argentina, Haltl, 
Guatemala, Sudáfr!ca, Peró, Tlmor Orlental, Ghana y Sierra Leona. Ver al respecto la entrada "Truth 
Commissions" de la Ency!copedkJ af Genooide and Crlmes Agafnst Humanity. Disponible en: 
http :/Jwww. lct]. org/static/T JApproachas[Ir_J¿thseeklng/macm U la n, TC. e ng. pdf 

n En al caso Almonac/d Arel/ano, la Corte resaltó "la Importancia que han cumplido las diversas 
Comisiones chilenas en tratar de construir de manera colectiva la verdad de lo ocurrido" durante la dictadura 
militar en ese pafs. Corta I.D.H., Ceso Almonecld Arel/ano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 164, párr. 149. Al mismo tiempo, la 
Corte precisó que "la 'verdad histórica' contenida en los Informes da las citadas Comisiones no puede sustituir la 
obligación del Estado de lograr la verdad a través de Jos procesos judiciales". Corte I.D.H., Coso Almonacfd 
Areflano v otros Vs. ChHe. Ex.cepc iones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 da 
septiembre de 2006. Serie C No. 154, párr. 150. La CIDH ya se habla pronunciado en e! mismo sentido en al 
caso da Monselior Osear Amulfo Romero y Geldémez, contra El Salvador, al señalar que "pesa a la Importancia 
que tuvo la Comisión de la Verdad para establecer los hechos relacionados con las violaciones mós graves ( .. ,), 
las funciones desempeñadas por ella no sustlt\lyem el proceso judicial como método para llegar a la verdad". 
CIDH, Informe N° 37/00, Caso 11.481, Monseñor Osear Arnuffo Romero y GaldBmez, El Salvador, 13 de abril de 
2000, párr. 149. 

28 CIDH, Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión. Principio 3. C!DH, Informe SobffJ la 
Sltueclón de les Defensoras y Defensores de los Derechos Humanos en las Américas, O EA/Ser .LN/11.124, 7 de 
marzo da 2006, párr. 89. 

2S CIDH, Informe sobre la Situación de las Defensoras y Defensores de Jos Derechos Humanos en las 
Américas, OEA/Ser,L/VJ!I.124, 7 de marzo de 2006, párr. 90. 

30 CIDH, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia, OEA/Ser.LIV/11. 102, 
26 de febrero do 1999, oáp. VIl, pllrr. 59. 

31 Corte !.D.H., Caso Myma Mack Chang Vs. Guatem&/8. Fondo, Reparaciones y Cos"tas. Sentencia de 
25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101, pérr. 181. Ver también CIDH, Alegatos Finales Escritos en el oaso 
11.552, Julia Gomes Lund y Otros !Guerri/ha do Areguoia) vs. Brasil, 21 de junio de 2010, párr. 80. 
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Europeo de Derechos Humanos", la decisión de revelar información personal no puede 
recaer exclusivamente en la agencia acusada de cometer las violaciones del pasado33 • 

El acceso a la Información pública en Guatemala 

37. En el presente caso el Estado de Guatemala reconoció parcialmente la 
violación del derecho de acceso a la información, expresando al respecto que "se 
reconoce que los familiares no han tenido información sobre el paradero de sus 
vlctlmas, sin embargo se han realizado acciones tendientes a garantizar el acceso a la 
información que se deriva del artfculo 13 de la CADH"34• En su informe de fondo la 
Comisión reconoció las iniciativas del Estado, entre ellas la aprobación de una ley de 
acceso a la información pública, el trabajo de preservación, sistematización y análisis 
de los documentos del Archivo Histórico de la Policfa Nacional, y el compromiso por 
parte del ex Presidente Colom de hacer públicos los archivos del Ejército35 • Asimismo, 
la Comisión recomendó al Estado, como garantla de no repetición, "asegurar la plena 
implementación de la Ley de Acceso a la Información Pública, Decreto 57-2008, 
proceso q"ue debe tener en cuenta los estándares interamericanos sobre el derecho de 
acceso a la informaciónr/36 , 

38. En el marco del presente litigio ante la Corte lnteramericana se presentaron 
pruebas importantes sobra la efectividad de las referidas medidas adoptadas por el 
Estado para garantizar el derecho de acceso a la información pública. En este mismo 
sentido, durante la audiencia pública el Presidente de la Corte realizó una serie de 
preguntas sobre la implementación de la Ley de Acceso a la Información Pública. La 
Comisión procede entonces a resaltar algunos de los aspectos y conclusiones más 
relevantes de las pruebes presentadas en esta materia, asf como dar respuesta a las 
preguntas planteadas por el duez Garcfa-Sayán. 

39. El peritaje del señor Silvio René Gramajo Valdés, ex director de la Secretaria 
de la Comisión Nacional para la Transparencia, y el testimonio del señor Marco Tullo 
Álvarez Bobadilla, ex director de los Archivos de la Paz de la Secretaria de la Paz, son 
consistentes en señalar algunos de los avances ya mencionados. Con relación a la Ley 
de Acceso a la Información Pública ("Ley" o "Ley de Acceso"), por ejemplo, Gramajo 
observa que ésta "plantea un diseño que responde en mucho a los estándares 
internacionales", "obliga a los actores públicos, en principio, a que se garantice el 
derecho de acceso a la información de toda persona, asl como el conocimiento de sus 
datos personales", y también "obliga al Estado a iniciar un proceso de publicidad 

32 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Cose ot Turek v. SloVfJkia (Applicotion no. 57986/00}, 
judgment, 14 de febrero de 2006, párr. 115. Traduclón no oficial. El texto original es: 

Flnally, under the relevant laws, lt ls typlcally the sacurity agency itsetf that has tha power to 
decide what matarlals should remain otassiftad and for how long. Since, lt ís the ·lega!íty of the 
egenoy's ections wh!ch !sIn queatlon in lustration procaedlngs, the exlstence of thls power is 
not conslstent with tha fairness of the proceedlngs, lnc!udtng the principie of equallty of arma. 
thus, lf a State la to adopt lustratíon measures, lt muat ensure that the persona affeoted 
thereby enjoy a!l procedural guarantees under the Conventíon In raspact of any proceedlngs 
relating to the appl!catlon of such measures. 

33 CIDH, Terc6r Informe sobre le Situación de los Derechos Humanos en Colombia, OEA/Ser.LN/11.102, 
26 de febrero de 1999, cáp. VIl, párr. 59. 

34 Contestación del Estado de Guatemala, Caso Diario M !litar, 18 de octubre de 2011, sección VI. 1 ). 

36 CIDH, Informe No. 116/10 (admisibilidad y fondo), Caso 12.590, José Miguel Gudlel Álvarez y Otros 
("Diario Militar"), Guatemala, 22 de octubre de 2010, párr. 480, 488. 

36 CIDH, Informe No. 116/1 O (admisibilidad y fondo), Caso 12.590, José Miguel Gudiel Álvarez y Otros 
("Diario Militar"), Guatemala, 22 de octubre de 201 O, párr. 519. 
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mediante la información de oficio u obligaciones de transparencia"37
• Álvarez por su 

parte sef\ala que "ha sido muy importante la aprobación de la Ley de Acceso a la 
Información, este ha tenido importante repercusión en el cambio de cultura 
institucional respecto a prestar acceso a información procedente da archivos 
estatales"38 • El testigo Álvarez también destaca "la ubicación del Archivo Histórico de 
la Policfa Nacional por parte del Personal de la Procuradurra de los Derechos Humanos 
y el apoyo que esta institución dio para que se rescataran e iniciara el proceso de 
preservación, organización, digitalización y acceso a todos estos documentos", aunque 
expresa preocupación ante el hecho que "no se ha dado aún un proceso de 
institucionalización [ ... ], presupuesto, aprobación de la Ley Nacional de Archivos y el 
respaldo y regulación estatal del proyecto "39 • 

40. Al mismo tiempo, tanto Gramajo como Álvarez, al igual que la perita Ooyla, 
llaman la atención a importantes desaffos persistentes en materia de acceso a la 
información pública en Guatemala, y particularmente a cuerpos o unidades dentro de 
la estructura estatal que se han mostrado reticentes a aceptar una cultura de 
transparencia. En su peritaje rendido en audiencia pública, la perita Doyle se refirió al 
"ocultamiento sistemático" por parte de "instituciones intrfnsicamente opacas"40 • El 
perito Gramajo por su parte observó que "entender el tránsito de la lógica de la guerra 
a la lógica de la polftica, del enemigo al adversario, de la aniquilación a la concertación 
y deliberación pública, de la imposición a la negociación o consenso [. .. ] (), ha 
implicado, para el caso del derecho de acceso a la información pública en Guatemala, 
el reconocimiento de la existencia de legados autoritarios"41 • 

41. En particular, la información presentada por Gramajo, Doyle y Álvarez permite 
entender que las fuerzas militares siguen constituyendo, para efectos del acceso a la 
información pública, uno de estos enclaves resistentes a la cultura del acceso a la 
información y a la trasparencia de los documentos que, en virtud de la ley de acceso 
vigente, deberran hacerse públicos. Álvarez recuerda cómo, poi ejemplo, después del 
anuncio del entonces Presidente Colom de hacer públicos los archivos militares 
referidos al conflicto armado interno, "el Ejército y más especfficamente el Ministro de 
Defensa en funciones en mayo de 2008 se negó a cumplir la orden que fue expresada 
verbalmente por el ahora ex Presidente"42

• Esta negativa derivó en la creación de una 
Comisión de Desclasificación de los Archivos Militares, conformada por siete personas, 
tres de ellos procedentes del Ministerio de Defensa y una de la Secretaria de 
Inteligencia Estratégica43

• Para Gramajo, 

[ ... } la Comisión no era necesaria, pues al momento de crearla ya se habfa 
aprobado la Ley lde Acceso a la Información Pública} y se podra proceder a 
clasificar y, por consiguiente, a desclasificar siguiendo los criterios y 
procedimientos establecidos en dicho decreto [ ... ) A pesar de que se 
desclasificaron algunos documentos respecto al conflicto armado, éstos no 
fueron puestos a disposición del público como parte de un procedimiento de 
organización y sistematización que favorece la entrada en vigencia de la ley [ .. ,] 

37 Peritaje de Si!vlo Rané Grama]o Valdés anta !a Corte JDH, Caso Diario Militar, p. 5. 

38 Testimonio de Marco Tulio Álvarez Bobadllla ante !a Corte IDH, Caso Diario Militar, folio 7. 

39 Testlmonlo da Marco Tutio Álvarez Bobadilla ante la Corte IDH, Caso Diario Militar, folio 5. 

40 PeritaJe de Kather!ne Doyle, Caso Diario Militar, rendido en audiencia pública ante la Corte JDH el 25 
de abril de 2012. 

41 Peritaje de Silvio René Grama/o Valdés ante la Corte iDH, Caso Diario MUltar, p. 4. 

" 2 Testimonio de Marco Tulio Álvarez Bobadl!la ante la Corte IDH, Caso Diario Militar, folio 7. 

43 Testimonio de Marco Tulio Átvaraz Bobadtlla ante la Corte IDH, Caso Diario Militar, folio 12. 
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Hay que subrayar el hecho de aún existe Información reservada respecto al 
conflicto armado como producto del trabajo de la comisión, cuyos resultados no 
fueron consistentes con los requerimientos de la Ley de Acceso44• 

42. En el mismo sentido, Alvarez, quien formó parte de la Comisión de 
Desclasificación de los Archivos Militares, informa que la Comisión, en una decisión no 
unánime, "dejó bajo reserva 55 documentos, otros 589 documentos son públicos pero 
tienen tachas, es decir su clasificación es parcial y 11,698 son públicos"46

• Los 55 
documentos reservados por razones de alegada seguridad nacional incluyen "Planes de 
Campaña desarrollados durante el conflicto armado, también órdenes generales y otros 
que pueden ser importantes en el esclarecimiento de los hechos y en los procesos 
judiciales que se están llevando a cabo"46

• Gramajo observa al respecto la poca 
sostenibilidad de un argumento de seguridad nacional para justificar la reserva de estos 
documentos, señalando que "el dal\o que habrá de demostrarse debe ser especffico, 
objetivo y actual [ ... ] En este caso hay que recalcar que el conflicto armado ya no 
representa un daño actual, pues el mismo finalizó el 29 de diciembre de 1996"47

• 

43. Adicionalmente, Alvarez informa que "la desclasificación de documentos 
militares se dio sobre un universo muy limitado en donde podrán ser encontrados 
algunos documentos de las dependencias que preguntan pero no es la totalidad. En 
esto evidentemente o ha habido destrucción de documentos o bien se tienen en otro 
formato y no han sido presentados"48

• De acuerdo con el testimonio del señor Alvarez, 
"la mayorla de documentos del Ejército han sido obtenidos de manera informal", e 
"información más precisa o fue destruida o bien se encuentra almacenada en otro 
formato de manera secreta"49 • Como ejemplo del ocultamiento continuado de 
información relevante sobre el conflicto armado por parte de las fuerzas militares, 
tanto el testigo Alvarez como la perita Doyle hicieron mención del denominado Plan de 
Operaciones Solfa, entregado por el National Security Archive al Secretario de la Paz 
guatemalteco en diciembre de 2009. Explica Alvarez que: 

Este documento entre otras cosas contiene una colección de comunicaciones 
entre el Estado Mayor General del Ejército y los comandantes que realizaron las 
operaciones en la región lxll en el norte de! Quiché [ ... ] Para tales fechas 
(diciembre de 2009) el Ministro da la Defensa de aquel momento afirmó que tal 
documento no se encontraba dentro de los archivos militares. De la misma 
manera un documento como el Diario Militar, que es un registro de inteligencia 
militar de personas opositoras, no fue reconocida su autorra por parte del 
Ejército, pero de varias formas se ha comprobado su autenticidad, esto me 
induce a considerar que efectivamente ha habido ocultamiento de información50

• 

44. Gramajo concluye al respecto que "en Guatemala la experiencia sigue 
demostrando que el sector militar (ya sea activo o en retiro), entre otros, continúa 
ejerciendo mucho poder dentro de ciertas estructuras estatales y es evidente el 
despliegue de toda su capacidad de influencia para debilitar aquellos mecanismos y 
procedimientos que impliquen la publicidad de los actos de la administración pública, 

44 Peritaje de Silvia René Gramajo Valdés anta la Corte IOH, Caso Diario Mllltar, p. 9. 

46 Testimonio de Marco Tullo Á!varez Bobadllla ante In Corte !OH, Caso Dlarlo Militar, folios 10, 13. 

~o Testimonio de Marco Tullo Álvarez Bobadil!a ante la Corte IDH, Caso Diario Militar, folio 10. 

47 Peritaje de S!!vlo René Gramajo Va!dás ante la Corte IDH, Caso Olerlo Militar, p. 10. 

48 Testimonio de Marco Tullo Álvarez Bobadi!la ante la Corte IDH, Caso Diario Militar, folio 11. 

49 Testimonio de Marco Tullo Álvarez Bobadilla ante ta Corte IDH, Caso Diario Militar, folios 15-16. 

60 Testimonio de Marco Tulío Álvarez Bobadilla ante la Corte !OH, Caso Diario Militar, folio 3. 
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especialmente si éstos actos e información pueden servir para deducir 
responsabilidades legales"51 • 

45. La Comisión observa que la prueba presentada por ambas partes en el 
presente caso es consistente en señalar avances importantes en materia de acceso a 
la información pública en Guatemala, pero también la persistencia de desaffos 
significativos. Por ende las preguntas formuladas por el Juez Garcfa-Sayán, sobre la 
Implementación efectiva de la Ley de Acceso a la Información Pública son de gran 
relevancia, y la CIDH procede a dar respuesta, en la medida de sus capacidades, a 
estas preguntas. Las preguntas se refirieron a: i) las Unidades de Información Pública 
que cada sujeto obligado debe crear de acuerdo con la Ley de Acceso a la Información 
Pública, y particularmente si existe una Unidad de Información del Ministerio de 
Defensa; il) slla Unidad de Información del Ministerio de Defensa entregó un informe a 
la Procuradurla de Derechos Humanos como ordena la ley; iii) si la Procuradurfa de 
Derechos Humanos realiza un informe anual sobre el cumplimiento de la Ley por parte 
de los sujetos obligados, como establece la Ley; y iv) si ha habido acciones 
disciplinarias Iniciadas contra funcionarios por incumplir la Ley de Acceso a la 
Información Pública. 

46. Con relación a las Unidades de Información Pública que ceda sujeto obligado 
debe crear, el "Informe Anual de Sujetos Obligados" para 2011 de la Procuradurfa de 
Derechos Humanos (PDH) indica que para ese a~o habla 826 sujetos obligados por la 
Ley de Acceso a la Información Pública, de los cuales solo 409 reportaron sus 
actividades a la PDH en conformidad con sus obligaciones legales". Según indica el 
Informe, los sujetos obligados que incumplieron esta obligación incluyeron 119 
municipalidades, por lo que se puede deducir que existe un desafio importante en el 
establecimiento y funcionamiento de las Unidades de Información a nivel municipal63 • 

Por su parte, el perito Gramajo se refiere al "nombramiento e institucionalización de las 
Unidades de Información Pública" como un "elemento central" para la implementación 
de la Ley de Acceso a la Información Pública y, especialmente, para el monitoreo de la 
misma54

• Señala además que "uno de los grandes desaflos es la reglamentación de 
esas Unidades, las cuales deben establecer los procedimientos especfficos para cumplir 
con los plazos que impone la ley", e indica que "el relevo constante del personal de las 
unidades de información implica un problema para la institucionalización de prácticas y 
de experiencias en este sentido. Para ello, se hace necesario contar con un plan de 
capacitaciones permanente"55 . 

47. De acuerdo con la información públicamente disponible, e! Ministerio de 
Defensa Nacional tiene un Departamento de Información Pública que publica de oficio 
información como el presupuesto del Ministerio, y los nombres y salarios de altos 
oficiales"'. Ni el Departamento de Información Pública del Ministerio de Defensa ni el 
Informe Anual de la PDH contiene información sobre el reporte que habrla enviado el 
Ministerio de Defensa a la PDH respecto del desempeño del Ministerio en materia de 
acceso a la información. Sin embargo, el Informe Anual de la PDH incluye una sección 

61 Peritaje de Silv!o René Gramajo Valdés ante la Corte IDH, Caso Diario Militar, p. 9. 

IIZ Procuradurla General de la Nación, "Informe Anual de Sujetos Obligados" (2011 f, pp. 11, 15, 
disponible en: http:/lwww.pdh.org.gt/acnesinfo/fllasmaJ:lA9er/se9a)/lnforme anual 2011.pdf 

113 Procuradurfa General de la Nación, "Informe Anual de Sujetos Obligados" (2011), p. 17. disponible 
en: !illl?_;!fy.rww .pdh.org .gt/accesinfo!fllesm.anager/secai/informe ao.~2011.pdf 

M Peritaje de Si!vio René Gramajo Valdés ente la Corte IDH, Caso Diario Militar, p. 12. 

55 Peritaje de Silvío René Gramajo Valdés ante la Corte IDH, Caso Diario Militar, p. 13. 

56 Disponible en: http://www.dlp.ml[:t~Jlf.mil.gt/ 
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que reporta genéricamente sobre los sujetos obligados que no cumplieron con esta 
obligación, dentro de los cuales no se menciona a ningún ministerio67

• El informe que 
habrfa rendido el Ministerio de Defensa no parece estar disponible públicamente. 

48. La PDH ha cumplido desde el año 2009 con la obligación, establecida en el 
artfculo 49 de la Ley, de realizar un Informe anual al Congreso Nacional sobre la 
implementación de la Ley. El más reciente informe para 2011 cumple, en términos 
generales, con los requisitos de la Ley, en cuanto provee estadfsticas macro sobre las 
solicitudes de información realizadas y resueltas positiva y negativamente, asf como 
conclusiones generales sobre los avances y desaffos en la implementación de la ley, y 
las recomendaciones correspondientes. No obstante, y sin perjuicio del requisito legal 
de reportar "el número de solicitudes de acceso a la Información presentadas ante 
cada sujeto obligado y su resultado"", el Informe Anual para 2011 no incluye 
Información desagregada que permita evaluar el desempeño de todos los sujetos 
obligados. De la información incluida, por ejemplo, es imposible evaluar la 
implementación de la Ley por parte del Ministerio de Defensa, toda vez que al referirse 
a los sujetos obligados el Informe solamente indica que "13 Ministerios" recibieron 
5724 solicitudes de información, sin indicar cuántas fueron resueltas positivamente ni 
tampoco desagregar la información procedente de cada Ministerio"'. 

49. Finalmente, con relación a las investigaciones que se habrfan iniciado contra 
funcionarios públicos que incumplen la Ley de Acceso, cabe señalar que el Informe 
Anual 2011 de la PDH recomienda que, "[r]especto a los sujetos obligados que 
incumplieron con la presentación, se deberán iniciar investigaciones individuales a 
efecto que tales instituciones manifiesten la razón de su incumplimlento"60 • Sin 
embargo, no brinda información respecto de si se ha iniciado alguna investigación, ni 
de los eventuales resultados de éstas. Son relevantes en este sentido las 
observaciones del perito Gramajo sobre los "vacfos de la Ley", entre ellos el hecho que 
"las personas no cuentan con una entidad que obligue a los funcionarios públicos a 
respetar las garantfas", toda vez que "la falta de vinculación de las resoluciones del 
Procurador [de Derechos Humanos] ha sido un incentivo para que el funcionario 
público continúe con prácticas tendientes a negarse a entregar información pero 
especialmente a reservar información de manera indebida"61 • 

50. A modo de conclusión del presente acápite, la Comisión observa que 
Guatemala he adoptado medidas importantes en los últimos años para fortalecer el 
respeto del derecho de acceso a la información pública. No obstante, la prueba 
producida ante la Corte lnteramericana sugiere que estas medidas aún no son 
suficientes para garantizar la no repetición del ocultamiento de información que ocurrió 
en el presente caso. De acuerdo con esta prueba, el Ministerio de Defensa, institución 
cuyos funcionarios (anteriores o actuales) frecuentemente resultan implicados en las 
violaciones bajo investigación, seguirla decidiendo sin criterios objetivos apegados a la 
ley y a los estándares internacionales qué información entregar y qué información no 
entregar al público y a las autoridades investigativas; y seguirfa manteniendo bajo 

67 Procuradurra General de la Nación, "Informe Anual de Sujetos Obllgados" (2011), p. 17, disponible 
en: http:/Jwww.pdh.org.gtJacceslnfo/f!!esmallitil~r/secai/informa anual 2011.pdf 

66 ley de Acceso a la Información Pública, art. 49.1. 

69 Procuradurfa General de la Nación, "Informe Anual de Sujetos Obligados" 12011), p. 12, disponible 
en: http://www.pdh.org.gt/accesinfo/filesmanagar/secal!lnforme anual 2011.pdf 

60 Procuradurfa General da la Nación, ''Informe Anual de Sujetos Obligados" 12011), p. 24, disponible 
en: http://www.pdh.org,gt/accesínfo/filesmaneger/secal/informe anual 2011.pdf 

81 Peritaje de Silv!o Rané Gramajo Valdés ante la Corte IDH, Caso Olerlo Mll!tar, pp. 11-12, 
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reserva información importante para el esclarecimiento de violaciones a los derechos 
humanos ocurridas durante el conflicto armado interno, con bese en una definición de 
"seguridad nacional" que tiene poca relación con la defensa actual del Estado 
democrático. 

51. Más aún, preocupa a la Comisión la Información de público conocimiento, que 
indicarfa que el Estado habrfa decidido cerrar los Archivos para la Paz". Como ha 
expresado la CIDH, el acceso a la Información con el fin de esclarecer las violaciones 
del pasado es indispensable; asimismo, ha destacado que las medidas que tendrfan el 
efecto de limitar o negar tal acceso a la información son incompatibles con el deber de 
combatir le impunidad. 

52. La Comisión reitera, por tanto, la importancia de lo establecido en su informe 
de fondo del presente caso y en la primera parte de esta sección, respecto de los 
estándares que se deben aplicar al acceso a la información sobre violaciones de 
derechos humanos. 

8) Libertad de circulación 

53. Por otro lado, en relación con la objeción del Estado respecto de la violación a 
la libertad de circulación, la CIDH se permite hacer las siguientes consideraciones. Tal 
como surge del expediente ante la Corte, las prácticas de represión documentadas en 
el Diario Militar no se limitaron a las personas desaparecidas, sino se extendieron a los 
miembros de su familia y a las personas que buscaron justicia. En la mayorfa de los 
casos, algunos o todos los familiares se encontraron en la necesidad de desplazarse 
internamente o, incluso, al extranjero. 

54. La Corte ha establecido que el derecho de circulación y de residencia: 

puede resultar afectado cuando una persona es vfctima de amenazas u 
hostigamientos y el Estado no provee las garantras necesarias para que pueda 
transitar y residir libremente en el territorio de que se trate, incluso cuando las 
amenazas y hostigamientos provienen de actores no estatalese3

• 

55. Asi, en el caso Valle Jaramillo, la Corte encontró violado el articulo 22.1 de la 
Convención en perjuicio de varias personas quienes se vieron forzadas a salir al exilio, 
"sin poder o sin querer retornar a su hogar debido al temor bien fundado de 
persecución"64 , En el mismo caso, la Corte hizo referencia al impacto social, familiar y 
económico que tuvo la salida al exilio para estas personas66 • En este sentido, en el 
caso Gaiburú y otros la Corte declaró violado el articulo 5 de la Convención, en parte, 
con fundamento en el sufrimiento causado e una vfctima y sus familiares quienes 
fueron obligados a salir de su pais al exilio .66 

ez Prensa Libre, Cierran af archivo de la Paz, 31 de mayo de 2012, disponible en 
http://www .prensalibre .com/noticias/Cierran~Archivo"Paz O 71 0329014,html 

83 Corte I.D.H., Ca~;o Valle JtJraml!lo y otros vi. Cotomb!a. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de novlernbra de 2008. Ser!e C No. 192, párr. 139. 

64 Corte !.D. H., Caso Valle Jaramlllo y otros Vs. Colombia. Fondo. Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de noviembre de 2008. Seria C No. 192, párrs. 140, 141, 144. 

65 Corte !.D.H., Caso Valle Jaremillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192, párr. 141. 

66 Corte I.D.H., Ceso Goiburó y otros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
septiembre de 2006. Serie C No. 153parrs. 99(aHc), 101ia). 
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56. En el presente caso, algunos familiares de varias de las vfctlmas 
desaparecidas tuvieron. que salir de Guatemala de forma permanente o semi­
permanente como consecuencia de las desapariciones forzadas. Asf, la información 
aportada por los peticionarios, y no controvertida por el Estado de Guatemala, 
establece que los familiares de José Miguel Gudiel Alvarez67 , Orencio Sosa Calder6n68 , 

Amanclo Samuel Villatoro", Luz Haydeé Méndez Calderón70
, Alfonso Alvarado 

Palencla71
, y Crescencio Gómez López72 salieron el exilio con posterioridad de las 

desapariciones forzadas cometidas. En muchos casos estos exilios fueron provocados 
directamente por las desapariciones forzadas y las otras manifestaciones de violencia 
contra las familias involucradas. En otros casos los exilios fueron el producto indirecto 
de las desapariciones forzadas, al perder el sustento económico de la familia, por 
ejemplo. En todos los casos, la Comisión considera que la relación de causalidad con 
las desapariciones forzadas bajo estudio es suficientemente sólida para atribuir al 
Estado la responsabilidad por el hecho de que estas personas se vieron forzadas a salir 
de Guatemala por periodos extendidos. 

57. Como ejemplo de lo anterior, el caso de la familia de Amancio Samuel 
Villatoro, luego de la desaparición de éste, fueron objeto de violencia y amenazas de 
muerte en su casa por parte de agentes estatales quienes los amenazaron si 
denunciaban los hechos y les dijeron que se fueran del pafs y, de hechos, varios 
miembros de la familia asf lo hicieron. Asimismo, en audiencia pública, Wendy Santizo 
manifestó cómo ella y su hermano tuvieron que salir de la ciudad y desplazarse a un 
pequeño pueblo y, posteriormente, salir del pafs como consecuencia de la tortura y 
desaparición de su madre. La CIDH considera que estas caracterfsticas, este patrón de 
amenazas, hostigamientos y ataques constituye una violación del derecho a la libertad 
de circulación que requiere medidas de reparación especfficas. 

58. La jurisprudencia constante de la Corte lnteramericana ha considerado como 
violación al derecho de circulación, la situación forzada de exilio de los familiares de 
las vfctimas desaparecidas o ejecutadas, por no poder o no querer retornar a su hogar 
debido al temor bien fundado de persecución. La CIDH sostiene, y asf lo ha entendido 
la Corte, que dicha violación es autónoma de las violaciones a los derechos a la 
Integridad personal de los familiares, asf como al derecho a la familia. 

e) Sobre los hechos cuya fecha de ejecución es anterior a la fecha de 
aceptación de competencia contenciosa de la Corte 

59. En su escrito de contestación, el Estado reconoció parcialmente su 
responsabilidad en relación con las vfctimas Rudy Gustavo Figueroa Muñoz y de 
Wendy Santizo Méndez. Al respecto consideró que "corresponde [al] Tribunal 
determinar si puede entrar a conocer los hechos que fundamentan las violaciones a la 
CADH alegadas [ ... ] en relación a la detención arbitraria y posterior ejecución 
extrajudicial de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz y la detención ilegal, tortura y violación 

67 Makrina Gudiel Á!varez (hermana), Marra Agrlpina Álvarez de Gudlel {madre), Florantfn Gudlel Ramos 
(padre, asesinado en 2004}, José Francisco Gudie! A!varez (hermano), Yolanda Gudiel Álvarez {hermana), Beatriz 
Gudlel Álvarez (hermana) y Florentfn Gudiel Álvarez (hermano). 

~>1.1 Marfa Consuelo Pérez Arenales {esposa). 

69 Setgio Raúl Vlllatoro (hermano}. 

70 Wendy Santlzo Méndez (hija). 

71 Maria Regina Sánchez Morales (esposa}. 

72 Fredy Anetson Gómez Moreira (hijo). 
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sexual de la menor de edad Wendy Santizo Méndez." El Estado consideró que la Corte 
lnteramericana podrfa conocer los derechos vulnerados contra Rudy Gustavo Figueroa 
Muñoz y Wendy San tizo Méndez a partir del 9 de marzo de 1987, fecha de aceptación 
de la competencia de la Corte, "pudiendo ser tomados en cuenta los hechos acaecidos 
con anterioridad a esa fecha, únicamente para determinar la responsabilidad del Estado 
sobre las presuntas omisiones derivadas de la falta de investigación". 

60. Al respecto, la CIDH recuerda que sometió a la jurisdicción de la Corte 
lnteramericana los hechos narrados en el informe de fondo 116/1 O, en su carácter 
pluriofensivo y continuado, con excepción de la desaparición forzada seguida de 
ejecución extrajudicial de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz, asf como de la detención y 
tortura de Wendy Santizo Méndez. 

61. Asimismo, la Comisión reitera que los hechos en los que se sustentan las 
violaciones relacionadas con los efectos en los respectivos núcleos familiares, la falta 
de acceso a la información, la denegación de justicia, la falta de investigación efectiva 
y la consecuente impunidad en que se encuentran tanto la desaparición forzada 
seguida de ejecución extrajudicial de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz, asf como la 
detención y tortura de Wendy Santizo Méndez, sr se encuentran dentro de la 
competencia temporal del Tribunal. 

62. En ese sentido, la CIDH considera importante que, al momento de 
pronunciarse, la Corte desarrolle en detalle todas las consecuencias jurídicas de los 
hechos de los cuales tiene competencia incluida la falta de investigación y sanción, la 
cual, de conformidad con la jurisprudencia reiterada del tribunal, constituye no sólo 
una denegación de justicia frente a los familiares de las vlctimas, sino un reflejo del 
incumplimiento del deber de garantfa. 

63. En ese sentido, la Comisión lnteramericana recuerda que de conformidad con 
la jurisprudencia del Tribunal, espedficamente en el caso de la Masacre de las Dos 
Erres vs. Guatemala73 , la Corte· lnteramericana "tiene competencia para analizar los 
hechos que se refieren a la[ ... ] denegación de justicia a la luz de la obligación procesal 
derivada del deber de garantra emanada [entre otros] de los artrculos 4 y 5 de la 
Convención, en relación con el articulo 1 .1 de dicho instrumento, [con fundamento en 
violaciones del hechos que se encuentran dentro de la competencia temporal del 
Tribuna1'4 , y que han sido claramente destacados en al Informe de Fondo, en la parte 
relativa a los fundamentos de hecho, La Corte ha considerado que "la obligación de 
investigar del Estado se genera a favor de los titulares del derecho consagrado [entre 
otros] en el artrculo 4 [ ... ] lerdo en conjunto con el articulo 1.1 de la Convención, lo 
cual es aplicable al articulo 6 [ ... ] de la Convención, siendo en este caso las vfctimas 
mortales de la masacre". En virtud de lo anterior, la CIDH solicita a la Corte que, 
siguiendo su propia jurisprudencia, realice un análisis del deber de garantfa de las 
violaciones relacionadas con Rudy Gustavo Figueroa Muñoz y Wendy Santizo Méndez. 

A manera de conclusión_ 

64. La Comisión lnteramericana sometió el presente caso a la Corte por la 
necesidad da obtención de justicia para las vfctlmas y sus familiares, como para la 
sociedad guatemalteca en general. A veintisiete años de los hechos, las desapariciones 
permanecen impunes, como muchas de las graves violaciones da derechos humanos 

a Ver Corte I.D.H., Caso de la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 19, 42, 48, 49. 
74 !dam, párr. 48. 
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ocurridas durante el conflicto armado Interno. A esto se suma el acuitamiento, hasta la 
fecha, de información de inteligencia militar que documenta las acciones realizadas por 
el Estado guatemalteco durante el conflicto armado interno contra la población civil. 

65. Hechos como los del presente caso, por su gravedad y magnitud, exigen del 
Estado de Guatemala, de la manera más imperativa, el despliegue de todos los 
esfuerzos necesarios para satisfacer las necesidades de justicia y reparación. La 
satisfacción de los derechos de las vfctimas del presente caso y la desarticulación de 
los "legados autoritarios" requieren reglas claras que garanticen el más amplio acceso 
a la información sobre el periodo en cuestión, y la sentencia de la Corte en este caso 
puede ser un camino importante para ello. 

66. En sfntesis, en el presente caso, la Corte lnteramericana podrá integrar y 
complementar su visión sobre el papel que desarrollaron los aparatos estatales 
guatemaltecos en la planeación, ejecución y ocultamiento de las graves violaciones de 
derechos humanos cometidas contra la sociedad civil. Asimismo constituye una nueva 
oportunidad para reflexionar sobre los pasos concretos que el Estado guatemalteco 
debe y puede tomar en relación con la lucha contra la Impunidad, y a favor de acceso 
a la información y la justicia, asf como a la localización de los restos de las personas 
detenidas y, posteriormente, desaparecidas. 
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